
CONSORCIO JURÍDICO

SARANGO & BERMEO
Telefax: 2222066 098226282

Jorge Washington E 4-59 y Amazonas, Edif. Rocafuerte, Segundo Piso, Of. 2,

V E-Mail: absarango@punto.net.ee

^ \^ Quito-Ecuador

ue^

SEÑORES JUECES DE LA SALA DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA:

MARÍA EVERILDIS GARCÍA PINARGOTE, ecuatoriana, de 51 años de edad, de

estado civil casada, de profesión Licenciada en secretariado Ejecutivo; y, domiciliada
en la ciudad de Portoviejo, por mis propios derechos, en relación al Juicio No. 313-

2009-E.D., de acuerdo con lo que disponen los Arts. 94 y 437 de la Constitución de
la República y Arts. 58 y 61 de la Ley de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, interpongo para ante la Corte Constitucional, la siguiente ACCIÓN
EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN:

ANTECEDENTES:

La presente acción tiene como antecedente la sentencia de mayoría, emitida por los
Jueces de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional, quienes

tramitaron el Juicio No. 313-2009-E.D., que conocieron y resolvieron por el recurso de

Casación, interpuesto por las partes del fallo expedido por el Tribunal Distrital No. 4
de lo Contencioso Administrativo para Manabí y Esmeraldas, dentro del juicio
propuesto por mi persona en contra del Municipio del Cantón Portoviejo, para que se
me reintegre al cargo de Recaudadora en el Departamento de Tesorería del
Municipio de Portoviejo. Dicha Acción en primera instancia recayó en el Tribunal
Distrital No. 4 de lo Contencioso Administrativo para Manabí y Esmeraldas, con el
No. 149-2007, en el cual los jueces aceptaron parcialmente mi demanda ordenando
el reintegro a mi cargo como Recaudadora, sin disponer el pago de mis
remuneraciones.

Mi recurso tenía por objeto que se me reconozca también el pago de las
remuneraciones por todo el tiempo que duró el proceso.

El 01 de junio del 2007, mediante resolución emitida por la Municipalidad de



Portoviejo, fui ilegal e ilegítimamente destituida de mi cargo de Recaudadora en el
Departamento de Tesorería del Municipio de Portoviejo, resolución de la cual
interpuse el reclamo contencioso administrativo para ante el Tribunal Distrital No. 4
de lo Contencioso Administrativo para Manabí y Esmeraldas, judicatura que luego de
haber analizado las pruebas, mediante sentencia emitida el 9 de marzo del 2009,
sostiene que los fundamentos de derecho para el inicio del sumario administrativo
son distintos a los de la resolución; que el acto administrativo demandado no explica
la pertinencia de la aplicación de las normas supuestamente infringidas por la
sumariada, con relación a los antecedentes de hecho; que las disposiciones de los
literales a, b, e y h del Art. 24 de la Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera
Administrativa, que fueron los fundamentos de la resolución, no constituyen causales
de destitución declaró parcialmente con lugar mi demanda y estableció la ilegalidad
de la resolución de 01 de unió del 2007, suscrita por la señora Patricia Briones
Fernández de Poggii. Alcaldesa del Cantón Portoviejo, disponiendo el inmediato
reintegro a mi cargo de Recaudadora en el Departamento de Tesorería del Municipio
de Portoviejo, mediante acción de personal que debía emitir la entidad demandada,
en el término de 5 días de ejecutoriado el fallo, pero no ordenó el pago de os valores
reclamados. De esta sentencia el 01 de abril del 2009, interpuse el recurso de
Casación para ante la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional, en
la cual mediante voto de mayoría resuelve aceptar el recurso de casación
interpuesto por el Municipio del Cantón Portoviejo y la Procuraduría General del
Estado y por tanto casa la sentencia impugnada el 9 de marzo del 2009, las 15h09,
dictada por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo No. 4, en
consecuencia y conforme el Art. 16 de la Ley de Casación declara legal el acto
administrativo impugnado, esto es la resolución de 1 de junio del 2007, dictada por la
Alcaldesa del Cantón Portoviejo.

1.- CALIDAD EN LA QUE COMPARECE LA ACCIONANTE

Comparezco por mis propios derechos, en calidad de afectada por la sentencia
dictada por los Jueces de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte
Nacional.

2.- CONSTANCIA DE QUE LA SENTENCIA O AUTO ESTÁ
EJECUTORIADA:

Los Jueces de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional,
emitieron sentencia el 12 de noviembre del 2012, las 10h38, notificada el 13 de
noviembre del 2012, por lo que se encuentra debidamente ejecutoriada, ya que
resolvieron el recurso de Casación.

3.- DEMOSTRACIÓN DE HABER AGOTADO LOS

RECURSOS ORDINARIOS Y EXTRAORDINARIOS:



¿I
La Seguridad Jurídica debe ser garantizada y así lo establece la Carta Magna del
Estado, en su Art. 82 que dispone: "El derecho a la seguridad jurídica se
fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas
jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades
competentes".

La seguridad jurídica es uno de los resultados de la certeza que otorga el
cumplimiento de las formalidades jurídicas en el tiempo y a lo largo del
proceso, siempre y cuando dichas formalidades sean justas y provoquen
desenlaces justos y cuya inobservancia sea la razón y esencia misma de una
sentencia, pues lo contrarío configuraría una situación jurídica injusta, irrita o
fraudulenta. En este contexto, el principio de seguridad jurídica va de la mano
con el principio de justicia, pues una causa juzgada es lícita cuando la sentencia o
razonamiento que acepte o niegue derechos es justa y bien fundamentada.

El Capítulo Primero del Título II de la Constitución que se refiere a los DERECHOS,
tiene como epígrafe Principios de aplicación de los derechos, y a más de lo
expresado, en el numeral 4 reconoce que ninguna norma jurídica podrá restringir el
contenido de los derechos ni de las garantías constitucionales, en el numeral 5 prevé
que en materia de derechos y garantías constitucionales las servidoras y servidores
públicos, administrativos y los operadores de justicia, deberán aplicar la norma y la
interpretación que mas favorezcan su efectiva vigencia. Todos los principios y los
derechos son inalienables, irrenunciables, indivisibles, interdependientes y de igual
jerarquía, como señala el numeral 6. El contenido de los derechos se desarrollará de
manera progresiva a través de las normas, la jurisprudencia y las políticas públicas,
siendo inconstitucional cualquier acción u omisión de carácter regresivo que
disminuya, menoscabe o anule injustificadamente el ejercicio de los derechos (n. 8).
El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos
garantizados en la Constitución, siendo además el Estado responsable por una
inadecuada administración de justicia.

En mi caso, los dos jueces violaron principios básicos de la administración de justicia
laboral como:

1.- EL PRINCIPIO IN DUVIO PRO OPERARIO que es una regla de interpretación,
en caso de dudas, la autoridad de aplicación optara por aquella que otorga mayor

beneficio al trabajador, en el presente caso, si existían dudas, puesto que constaba
dentro del expediente la entrega por mi parte al Municipio, de los dineros
recaudados., pero los dos jueces no lo analizaron, violando mis derechos laborales.

2.- EL PRINCIPIO DE "LA NORMAS MÁS FAVORABLE" que es cuando coexisten
2 o más normas, se aplicara aquella que contenga mayores beneficios para los
trabajadores. Se refiere a la conservación de los derechos adquiridos por el
trabajador, en el caso de sanción de nuevas normas laborales de carácter general
menos favorable. Sobre esto el Art. 7 dispone que en caso de duda sobre el alcance
de las disposiciones legales, reglamentarias o contractuales en materia laboral, los
funcionarios judiciales y administrativos las aplicarán en el sentido más favorable a
los trabajadores, pero en este caso habiendo sido derogada la Leyde ServicioCivil y



imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier
acusación formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter". Respecto a
tal garantía judicial, la Corte Interamericana ha manifestado: "...debe interpretarse
de manera amplia de modo que dicha interpretación se apoye tanto en el texto literal
de esa norma como en su espíritu, y debe ser apreciado de acuerdo con el artículo
29 (c) de la Convención Americana, según el cual ninguna disposición de la misma
puede interpretarse con exclusión de otros derechos y garantías inherentes al ser

humano o que se deriven de la forma democrática representativa de gobierno".

El principio de intangibilidad de los derechos constitucionales se refiere a que estos
no pueden ser menoscabados o vulnerados, sin embargo mis derechos fueron
vulnerados por los dos Jueces de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la
Corte Nacional, cuando resolvieron confirmar la sanción de Destitución impuesta por
el Municipio de Portoviejo, modificando la sentencia venida en grado, violando de
mis derechos constitucionales.

D.- LA SEGURIDAD JURÍDICA,

En mi caso se ha violado la seguridad jurídica, prevista en el Art. 82 de la
Constitución de la República, tanto dentro del procedimiento administrativo, en el
Municipio de Portoviejo como ante los dos Jueces de la Sala de lo Contencioso

Administrativo de la Corte Nacional, al simplemente analizar una certificación de la
institución que fue juez y parte a la vez, e imponerme la sanción, sin analizar la
prueba fundamental que debió ser examinada en cada una de las instancias, pero
los dos jueces se circunscribieron únicamente a la certificación emitida por la
funcionaría del Municipio sin llegar a tener una solvencia y certeza para emitir su
fallo, es decir que con la sola explicación de la institución demandada, emitieron su
resolución sin tener ningún otro elemento, por lo que estos actos irresponsables, son
violatorios de derechos y en especial atenían contra los principios de la seguridad
jurídica.

El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la
Constitución y en la existencia de normas jurídicas procesales previas, claras,
públicas y aplicables por los operadores de la justicia. La Constitución de la
República garantiza la seguridad jurídica, la que debe entenderse como la certeza
de todo ciudadano de que los hechos se desarrollarán de una determinada
manera en virtud del mandato de las leyes que rigen un país, es decir, produce
certeza y confianza en el ciudadano sobre lo que es derecho en cada momento
y sobre lo que, previsiblemente lo será en el futuro. La seguridad jurídica
establece ese clima cívico de confianza en el ordenamiento jurídico, fundado en
pautas razonables de previsibilidad que este presupuesto supone.



garantías mínimas, se obtenga una decisión fundada en derecho sobre las
pretensiones propuestas.

En mi caso, considerando que el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo
No. 4, únicamente había ordenado mi reintegro a mi cargo sin resolver mi solicitud
de que se me reconozca el pago de las remuneraciones por todo el tiempo que duró
el proceso, interpuse el recurso de Casación, sin embargo los dos jueces de la Sala
de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional, rechazan mi recurso y
empeoran mi situación jurídica, infringiendo lo dispuesto en el Art. 77.14 de la
Constitución de la República que prevé: "Al resolver la impugnación de una
sanción, no se podrá empeorarla situación de la persona que recurre".

El derecho a la tutela judicial efectiva, consiste en la posibilidad de concurrir a la
jurisdicción para obtener una resolución judicial debidamente motivada en derecho
sobre el fondo del asunto planteado, que bien puede ser favorable o adversa, o de

igual modo, en un sentido meramente procesal que conlleva la apreciación del juez

sobre el motivo legalmente previsto que impide el examen de fondo, o sobre las
causas que impiden la concesión de un recurso.

En el presente caso, a pesar de que de autos constaba que si existió de mi parte la
entrega o depósito de los dineros, los dos jueces de la Sala de lo Contencioso
Administrativo de la Corte Nacional, emitieron su fallo, confirmando la resolución del

Municipio y modificaron la sentencia venida en grado, haciendo análisis ajenos a la
Constitución, es decir, subsumiéndose a aspectos de mera legalidad, al restringirse

a transcribir el texto de los artículos supuestamente infringidos, así como a citar
doctrina que nada tiene que ver con el caso, y con lo cual concluyen que estaba bien
impuesta la sanción de destitución por parte del Municipio de Portoviejo, lo que
claramente refleja que los dos jueces desconocen el derecho administrativo, por lo
tanto violan mis derechos al emitir su fallo causándome un daño grave, atentando
contra lo previsto en el Art. 75 de la Constitución de la República.

En virtud de lo expuesto, y de conformidad con el principio de interdependencia de
los derechos constitucionales reconocido en el numeral 6 del artículo 11 de la

Constitución, dicha vulneración ha terminado por vulnerar otros tantos derechos,
entre ellos, aquellos previstos en las garantías del debido proceso, en concreto, el
numeral 1 del artículo 76 de la Constitución atinente a la responsabilidad de toda
autoridad administrativa o judicial de garantizar el cumplimiento de las normas y los
derechos de las partes. Como consecuencia de estas omisiones en las que
incurrieron los dos Jueces de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte

Nacional, el presente caso se adecúa perfectamente al ámbito material de protección
de esta garantía jurisdiccional de derechos constitucionales, puesto que lejos de
analizar asuntos de mera legalidad, se constata las vulneraciones a derechos
constitucionales y debido proceso plasmadas en la sentencia, objeto de la presente
acción.

De la misma forma, el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos señala: "Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías
y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e



El artículo 76.7.1) de la Constitución, prevé el debido proceso entre ellos varios

derechos: L) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas.

No habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas

o principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia
de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos
administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente
motivados se considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables
serán sancionados.

Motivación es la que contiene una argumentación necesaria y suficiente para el caso
concreto: argumentos de naturaleza óptica (fáctica), argumentos jurídicos
(inherentes a la norma jurídica aplicable) y argumentos valorativos. Todos ellos,
formulados y concatenados rigurosamente mediante la aplicación de principios
lógicos pertinentes y de reglas lógicas de los tipos de inferencias tanto enumerativas
como jurídicas necesarias para el caso concreto.

En mi caso, cuantitativamente no existe motivación alguna, ya que no aparece ni
una sola proposición lógica, que haga pueda ser considerada argumento jurídico,
evaluándolas con respecto a los medios probatorios que contiene el proceso y de
acuerdo a la naturaleza y a las particularidades del caso concreto, resulta que
ninguna de ellas constituye intrínsecamente argumento alguno que pueda sustentar
la solidez y la validez de la decisión para confirmar la sanción de destitución

Siendo la motivación el deber irrestricto que el juzgador debe tener, como lo manda
la Constitución cuando emite sus decisiones y el estrecho vínculo garantista del que
no ha de apartarse, pues no hay que olvidar que las normas estatuidas constituyen
una formulación abstracta de las disposiciones de derecho fundamental, proyectada ya
en el ámbito del deber ser, máxime cuando se involucran en sus fallos decisiones que
justifican la afectación o el beneficio de los derechos básicos de los individuos.

La motivación o es individual o no es motivación; que la fundamentación o es
subsumida o en su caso, ponderada, no es fundamento y, finalmente, que la
decisión de la sentencia, o es vinculada correctamente entre la argumentación
debida y la fundamentación o no es una decisión racional.

En la sentencia los dos jueces, se limitan a transcribir doctrina y los articulados de la
Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, para llenar hojas y pretender justificar
una sentencia, pero la motivación no se circunscribe a transcribir la ley, sino a
explicar el porqué en mi caso me merecía la sanción, sin embargo como Ustedes
señores Jueces de la Corte Constitucional, podrán analizar, en definitiva la sentencia
NO ESTA MOTIVADA.

C- LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA

Considerado como aquel derecho que tiene toda persona de acudir a los órganos
jurisdiccionales, para que a través de los debidos cauces procesales y con unas

J
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Los cargos y acusaciones hechos a los servidores públicos deben asentarse desde
el inicio en normas claras, explícitas y precisas porque constituyen la base
fundamental del principio del debido proceso que le permitirá al servidor ejercer

adecuadamente el derecho a la defensa, en el presente caso, los jueces mezclan las
normas supuestamente infringidas, sin llegar a determinar si fueron a no
comprobadas y sin ningún análisis en derecho, indican que mi conducta se ajusta a
la causal e) del Art 24 de la LOSCCA, que prevé como sanción la Destitución.

El Art. 76 de la Constitución del 2008, que contiene también esta garantía (que es un

derecho humano en general y en este caso particular del ecuatoriano) habla de
asegurar el debido proceso, con lo cual se hace referencia a un juicio justo, un

juicio imparcial, ágil, expedito, que requiere de una justicia que actúe con

celeridad v en la que se respeten las garantías v derechos fundamentales

inherentes al Estado de Derecho.

B.- LA MOTIVACIÓN

La sentencia de los dos Jueces de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la

Corte Nacional, es inmotivada, en razón de que en un solo considerando, esto es, en
el considerando cuarto en el punto 4.4, de la sentencia hacen referencia los hechos
limitándose exclusivamente a transcribir textualmente un oficio de la Directora

Financiera (e), del Municipio de Portoviejo, que manifestaba que: "Una vez
recopilados los informes de las áreas de Contabilidad e Informática, se
concilio que dichos valores cancelados no se encontraron registrados ni en
los archivos físicos ni en los archivos magnéticos de la institución y por ende
los mimos no fueron depositados a las cuentas municipales. En virtud de que
en los dos comprobantes de pago adjuntados por los reclamantes como
sustento de prueba, se verifica que los mismos fueron recaudados por la
funcionaría de ventanilla señora María García Pinargote, ella reconoció sus
firma y procedió a cancelar los valores en ambos casos", y de igual manera los
dos jueces sin ninguna otra argumentación jurídica, se circunscriben a transcribir la
causal e) del Art. 24 de la derogada LOSCCA, indicando que en tal sentido quedó
demostrado que la señora García Pinargote no depositó los valores que había
recaudado por concepto de patentes municipales, incumpliendo así lo
dispuesto en el Art. 24 literal e) de la derogada Ley Orgánica de Servicio Civil
y Carrera Administrativa, que disponía", y sin ningún otro análisis finalizan
confirmando la sanción de Destitución en mi contra, con lo cual queda comprobado
que la sentencia no tiene motivación alguna, es decir que los dos jueces de la Sala
de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional, en ninguna parte explicaron
la pertinencia de la aplicación de la norma a los antecedentes de hecho, como lo
ordena el Art. 76.7.1) de la Constitución de la República, con lo cual vulneraron mi
derecho constitucional



Consecuentemente en mi caso, los jueces, jamás realizaron el examen de
proporcionalidad para confirmar la sanción de destitución de mi cargo, jamás
evaluaron la constitucionalidad de una medida restrictiva de derechos

fundamentales.

Es de suma utilidad a la hora de aplicar el principio de proporcionalidad hacer la
correspondiente diferenciación entre lo que son las normas con estructura de regla y
las normas con estructura de principio, y su forma de aplicación. Las primeras, es
decir las normas con estructura de regla, poseen una estructura jurídica compuesta
de supuesto de hecho y consecuencia jurídica clara, y su forma jurídica tradicional
de aplicación es mediante la subsunción, las reglas son normas que admiten una
única medida de cumplimiento, pueden cumplirse o no cumplirse, es decir, son
mandatos definitivos, de todo o nada, las reglas no derivan de los principios y
su diferencia principal es la forma en que se resuelven sus conflictos, a través de
métodos tradicionales de validez, especialidad (ley especial deroga general),
jerarquía (ley superior deroga ley inferior) y temporalidad (ley posterior deroga ley
anterior). Mientras que los principios son mandatos de optimización que pueden ser
cumplidos en diversos grados y que establecen que se realice su aplicación en la
mayor medida de lo posible en relación con las posibilidades jurídicas y fácticas, Son
supuestos de hecho cuya consecuencia no está explícitamente formulada, es decir,
son normas que admiten varias formas de interpretación y aplicación para lo cual
usamos la ponderación. Los principios se conocen por el enunciado, ordenan que
algo sea cumplido en gran medida sin enunciar un supuesto de hecho claro, es
decir, admiten varias interpretaciones. Cuando usamos la ponderación enfrentamos
dos normas tipo principio, pero no para derrotar a una sobre la otra como ocurriría
con las reglas sino para restringir una en favor de otra, otorgándole más poder o más
validez en un caso concreto

Los dos jueces violaron el debido proceso, al aplicar una sanción desproporcionada,
a los hechos, puesto que en ningún momento he sido indigna en el ejercicio de mis
funciones que haya llegado a perjudicar la imagen de la institución municipal. )

En definitiva se ha violado lo previsto en el Art. 76.6 de la Constitución de la
República.

5.1.2.- EL DERECHO A LA DEFENSA.

Al haber fallado de la forma que lo hicieron los dos jueces de la Sala de lo
Contencioso Administrativo de la Corte Nacional, han violado mi derecho a la
defensa, en virtud de que no analizaron que dentro de la tramitación tanto del
sumario administrativo como del juicio ordinario ante el Contencioso Administrativo,
no se comprobó la supuesta inconducta de haber actuado sin decoro en el
desempeño de mi puesto y en mi vida pública y privada, de tal manera que haya
ofendido al orden y a la moral y menoscabado el prestigio al Municipio del Cantón
Portoviejo, es decir, que la causal invocada no se ajustó a mi conducta.



"En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: ...6.
La ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones
penales, administrativas o de otra naturaleza".

En el caso que nos ocupa los dos Jueces de la Sala de lo Contencioso
Administrativo de la Corte Nacional, confirmaron el acto administrativo por el cual se
me impone la sanción de destitución de mi cargo, para lo cual en el considerando
cuarto en el punto 4.4 dicen que "efectivamente este tribunal de Casación observa
que a fojas 42 del expediente de instancia, e el oficio No. 062 de 27 de febrero del
2007, la Directora Financiera (e), del Municipio de Portoviejo certifica que "Una vez
recopilados los informes de las áreas de Contabilidad e Informática, se concilio que
dichos valores cancelados no se encontraron registrados ni en los archivos físicos ni
en los archivos magnéticos de a institución y por ende los mimos no fueron
depositados a las cuentas municipales. En virtud de que en los dos comprobantes
de pago adjuntados por los reclamantes como sustento de prueba, se verifica que
los mismos fueron recaudados por la funcionaría de ventanilla señora María García
Pinargote, ella reconoció sus firma y procedió a cancelar los valores en ambos
casos", en tal sentido quedó demostrado que la señora García Pinargote no depositó
los valores que había recaudado por concepto de patentes municipales,
incumpliendo así lo dispuesto en el Art. 24 literal e) de la derogada Ley Orgánica de
Servicio Civily Carrera Administrativa, que disponía:

Art. 24.- Deberes de los servidores públicos.- Son deberes de los servidores
públicos:
e) Mantener dignidad en el desempeño de su puesto y en su vida pública y privada,
de tal manera que no ofendan al orden y a la moral y o menoscaben el prestigio de
la institución a la que pertenecen;

E indican que como consecuencia de aquella inobservancia debía aplicárseme la
sanción prevista en el Art. 49 literal i) de la LOSCCA, que disponía:

Art 50.- Causales de destitución.- Son causales de destitución:

i) Incumplir los deberes impuestos en las letras e) y g) del artículo 25 y
quebrantar las prohibiciones previstas en las letras d) a la n) del artículo 27
de esta Ley.

Sin embargo en ninguna parte de la sentencia los dos jueces indican que quedó
comprobado que se realizó el depósito de esos dineros, es decir, que no valoraron la
prueba en todo su contexto.

Con lo que claramente queda demostrado que la enunciación de los hechos
realizada por los jueces, no corresponde con la sanción impuesta, mi conducta no se
enmarcó dentro de la causal invocada por los jueces, ya que el supuestamente no
haber depositado los valores recaudados por concepto de patentes municipales no
implica que he vulnerado el orden moral y la dignidad de la Municipalidad, ni
tampoco que haya solicitado, aceptado o recibido bienes, dinero o privilegios que
supongan un atentado contra los deberes y prohibiciones señalados como causales
de destitución, toda vez que revisadas las causales de destitución previstas en el Art.
49 de la LOSCCA, ninguna se ajusta a la conducta supuestamente ejecutada por mi
persona, ya que la misma podría constituir un acto de negligencia que en ninguna
parte es sancionada con la Destitución del cargo, consecuentemente la sanción
impuesta es desproporcionada con la conducta supuestamente ejecutada.



Con la sentencia dictada por los Jueces de la Sala de lo Contencioso Administrativo

de la Corte Nacional, el 12 de noviembre del 2012, las 10h38, notificada el 13 de

noviembre del 2012, queda demostrado que se encuentran agotadas las vías

ordinarias y extraordinarias, en materia de Administrativa.

4.- SEÑALAMIENTO DE LA JUDICATURA, SALA O

TRIBUNAL DEL QUE EMANA LA DECISIÓN VIOLATORIA

DEL DERECHO CONSTITUCIONAL:

La sentencia que viola mis derechos consagrados en la Constitución de la
República, fue emitida por los Jueces de la Sala de lo Contencioso Administrativo de

la Corte Nacional, dentro del Juicio No. 313-2009-E.D., en el cual resolvieron el

recurso de Casación, interpuesto por las partes del fallo expedido por el Tribunal
Distrital No. 4 de lo Contencioso Administrativo para Manabí y Esmeraldas, dentro
del juicio propuesto por mi persona en contra del Municipio del Cantón Portoviejo. Se
contará con el señor Procurador General del Estado.

5.- IDENTIFICACIÓN PRECISA DEL DERECHO

CONSTITUCIONAL VIOLADO EN LA DECISIÓN JUDICIAL

En la sentencia dictada por los Jueces de la Sala de lo Contencioso Administrativo
de la Corte Nacional se violaron mis derechos constitucionales del debido proceso,
la motivación, la tutela judicial efectiva y seguridad jurídica, como lo describo a
continuación:

5.1.- EL DEBIDO PROCESO

5.1.1 LA DEBIDA PROPORCIONALIDAD ENTRE LAS INFRACCIONES Y LAS
SANCIONES ADMINISTRATIVAS.

Al emitir la sentencia de mayoría los dos Jueces de la Sala de lo Contencioso
Administrativo de la Corte Nacional, no tomaron en cuenta el principio de la debida
proporcionalidad entre la supuesta infracción cometida y la sanción administrativa
impuesta, contemplado en el Art. 76.6 de la Constitución, que dice:



PETICIÓN:

•y^

\J£Wfresco
Carrera Administrativa por la Ley de Servicio Público, se me impuso sanciones que
no estaban vigentes, por lo tanto no debía ser Destituida.

3.- PRINCIPIO DE NO DISCRIMINACIÓN: significa que no caben tratos desiguales
de los trabajadores, en idénticas situaciones y circunstancias. La base de este
principio es la igualdad ante la ley.

Con este análisis jurídico realizado por los dos Jueces de la Sala de lo Contencioso
Administrativo de la Corte Nacional, que confirmaron la resolución adoptada por el
Municipio de Portoviejo y modificaron la sentencia venida en grado, del Tribunal
Distrital No. 4 de lo Contencioso Administrativo para Manabí y Esmeraldas, quienes
ordenaron el reintegro a mi cargo de Recaudadora en el Departamento de Tesorería
del Municipio de Portoviejo, pero con la sentencia emitida dentro del recurso de
Casación, los dos jueces violaron mis derechos constitucionales, ya que se violó el
debido proceso, la motivación, la tutela judicial efectiva, la seguridad jurídica en la
forma en que ha quedado analizada líneas arriba, por lo tanto he sido afectada
gravemente, ya que el Municipio de Portoviejo, como juez y parte logró dejarme sin
mi fuente de trabajo, lo que ha afectado a mi persona y mi familia pues soy madre de
familia y durante todos estos años ha sido difícil conseguir el sustento diario.

Con los antecedentes expuestos, y amparado en lo que disponen los 75, 76.6, 76.7.
I), 77.14, 82 de la Constitución de la República del Ecuador; Art. 4.2, Art. 13, de la
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales; y, Art. 8 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos, toda vez que han existido violaciones constituciones y

mis derechos han sido vulnerados por la acción de los dos Jueces de la Sala de lo
Contencioso Administrativo de la Corte Nacional, quienes confirmaron una
resolución violatoria adoptada por el Municipio de Portoviejo y modificaron la
sentencia venida en grado, del Tribunal Distrital No. 4 de lo Contencioso
Administrativo para Manabí y Esmeraldas, que ordenaba el reintegro a mi cargo de
Recaudadora en el Departamento de Tesorería del Municipio de Portoviejo, por lo
que solicito SE ADMITA MI ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN, Y EN
SENTENCIA SE REPAREN LOS DERECHOS CONSTITUCIONALES VIOLADOS,

DE LA ACCIONANTE, DE ACUERDO CON LA CONSTITUCIÓN Y LA LEY
ORGÁNICA DE GARANTÍAS JURISDICCIONALES Y CONTROL
CONSTITUCIONAL; Y, SUBSIDIARIAMENTE SE DEJE SIN EFECTO LA
RESOLUCIÓN, DE FECHA JUNIO DEL 2007, ADOPTADA POR EL MUNICIPIO
DEL CANTÓN PORTOVIEJO Y SE ADOPTEN TODAS LAS MEDIDAS

NECESARIAS PARA PROTEGER MI DERECHO ADQUIRIDO ESTO ES LA
REINTEGRACIÓN^*! CARGO DE RECAUDADORA EN EL DEPARTAMENTO
DE TESORERÍA DEL ^UNIC^PIO DE PORTOVIEJO



NOTIFICACIONES Y AUTORIZACIÓN:

Notificaciones que me correspondan en la ciudad de Quito, las recibiré en el

Casillero Constitucional No. 710, perteneciente al Dr. Julio César Sarango, a quien
autorizo para que suscriba cuantos escritos sean necesarios en defensa de la

presente causa.

Firmo con mi Abogado Defer

Sra. María E. García P.

A'DO

Presentado en Quito, el día de hoy viernes siete de diciembre del dos mil doce,

a las quince horas con cincuenta y siete minutos, con dos copias iguales a su

original.- Certifico.

DraU Yash,

SECRE


